
NOVIEMBRE 2007101

Agresiones 

EDITORIAL

731

La agresión a los médicos constituye uno de los pro-
blemas subyacentes de nuestro trabajo y, hasta el día de
hoy, sin vías de solución. Hay estadísticas que cifran en
más del 5% los médicos que han sufrido una agresión
por parte del paciente, y quien más quien menos (alre-
dedor del 75%) ha recibido una agresión verbal o un
mal gesto. Y, a pesar de que no contamos actualmente
con estadística fiable, los datos indican que parece que
va en aumento.

Los motivos de la mayoría de las
agresiones son difíciles de explicar.
Habría que realizar un estudio sobre ello,
no tan sólo qué ocurre entre médico y
paciente agresor, sino también compro-
bar qué sucede en el ámbito en el que se
encuentra instalada la consulta y en la
sociedad en general, ya que otros colec-
tivos también sufren agresiones, como
pueden ser los maestros. Las agresiones,
el maltrato y diferentes formas de violen-
cia llenan las páginas de la prensa y horas de los infor-
mativos; si bien puede parecer exagerado y no permite
sacar conclusiones estadísticas, el tema es un problema
cierto y constante, aunque el bombardeo de violencia que
sufrimos en las noticias televisivas supera ya el mal gusto
y nos alarma de una manera poco conductiva para las
soluciones. Mientras tanto, podemos consolarnos conside-
rando que la agresión puede formar parte, algunas veces,
de la patología del enfermo y en esos casos hacer gala de
nuestra paciencia y en otros, muchos, los más, por la
impresentabilidad de algunas personas con las que tene-
mos que tratar. Creemos que en el fondo da igual, porque
parece que nuestra consulta termina siendo la válvula de
escape a una previa atención inadecuada del centro de
salud o el hospital, porque buscar las causas nosotros es
marear la perdiz y quitarle el trabajo a quienes verdade-
ramente deben resolver los problemas de la sanidad
publica, como son en este caso las largas listas de espera
o la poca información al paciente.

Hay algunos casos de agresión que han llegado a
juicios y en casos a dictarse prisión para el agresor, pero
los caminos de la justicia son lentos y complicados y no
sirven de preventivo frente al problema cotidiano. Es
común opinar que el problema se frena haciendo más
rígidas las penalidades y de esta manera desmotivar las
agresiones a los médicos de la sanidad pública... Pero,
¿es realmente así?

Veamos qué dice el Código Penal -
que es donde se tipifican las conductas
delictivas- y corresponde al poder legis-
lativo y no al poder judicial, como se
suele creer, quien tiene la capacidad, de
ser necesario, de hacer reformas. Estas
cuestiones se juzgan, en primera instan-
cia, por los Juzgados de Instrucción (si el
hecho es constitutivo de falta) o por los
Juzgados de lo Penal (si los hechos son
constitutivos de delito) y el recurso que
procede contra las sentencias que se dic-

ten por dichos órganos judiciales es el recurso de apela-
ción que se sustancia ante las audiencias provinciales.

Actualmente respecto a las agresiones, intimidaciones,
injurias o amenazas a médicos deben tenerse en cuenta
los siguientes preceptos del Código Penal que tipifican
conductas como constitutivas de delito:

El artículo 147, que dice que “el que, por cualquier
medio o procedimiento, causare a otro una lesión que
menoscabe su integridad corporal o su salud física o men-
tal, será castigado como reo del delito de lesiones con la
pena de prisión de seis meses a tres años, siempre que la
lesión requiera objetivamente para su sanidad, además
de una primera asistencia facultativa, tratamiento médico
o quirúrgico. La simple vigilancia o seguimiento facultati-
vo del curso de la lesión no se considerará tratamiento
médico”. También aclara que “Con la misma pena será
castigado el que, en el plazo de un año, haya realizado
cuatro veces la acción descrita en el artículo 617 de este
Código”. No obstante, este hecho descrito será castigado



con la pena de prisión que va de tres a seis meses o multa
cuando sea de menor gravedad, atendidos el medio
empleado o el resultado producido.

En los artículos 149 y 150 del Código Penal se refiere
a las penas por “pérdida o la inutilidad de un órgano o
miembro principal, o de un sentido, la impotencia, la este-
rilidad, una grave deformidad, o una grave enfermedad
somática o psíquica”, también “que causare a otro la pér-
dida o la inutilidad de un órgano o miembro no principal,
o la deformidad”. Las penas para estas agresiones oscilan
entre tres y doce años de prisión.

El articulo 169 está dedicado a las amenazas, abusos,
homicidio, torturas y contra la integridad moral, la libertad
sexual, la intimidad, el honor, el patrimonio y el orden
socioeconómico, y castiga con una prisión que va de uno
a cinco años si se hubiere hecho la amenaza exigiendo
una cantidad o imponiendo cualquier otra condición,
aunque no sea ilícita, y el culpable hubiere conseguido su
propósito. De no conseguirlo, se impondrá la pena de pri-
sión de seis meses a tres años. Las penas señaladas en el
párrafo anterior se impondrán en su mitad superior si las
amenazas se hicieren por escrito, por teléfono o por cual-
quier medio de comunicación o de reproducción, o en
nombre de entidades o grupos reales o supuestos.

Por su parte, los artículos 171 y 208 también se refie-
ren a otros aspectos de la agresión; y en el artículo 550 y
551 se dice que “son reos de atentado los que acometan
a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, o
empleen fuerza contra ellos, los intimiden gravemente o
les hagan resistencia activa también grave, cuando se
hallen ejecutando las funciones de sus cargos o con oca-
sión de ellas”. Y las penas son de dos a cuatro años y
multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra auto-
ridad y de prisión de uno a tres años en los demás casos.

Además hay artículos que tipifican conductas como fal-
tas (artículo 617, 620 y 634).

En relación con los actos de amenazas e intimidación
a los médicos se ha dictado ya alguna sentencia en la que
se considera que actos de intimidación grave a médicos
en ejercicio de funciones públicas son constitutivas del deli-
to de atentado, tipificado en el artículo 550 del Código
Penal, por tener los médicos la condición de funcionarios
públicos, y han impuesto a los autores de esas conductas
las penas previstas en el artículo 551 del Código Penal,

que son más graves que las establecidas en los artículos
147, 169.2, 171 ó 208 del Código Penal, que serían las
que procedería aplicar, según los casos, si se estimase que
no son de aplicación los artículos 550 y 551. Como des-
criben los artículos del Código Penal, las tipificaciones y
penalidades están reglamentadas y sólo es necesario
hacer la denuncia, interpretar la ley y aplicarla; y los
departamentos jurídicos de cada Gerencia de Atención
Primaria u Hospital sólo tienen que iniciar las acciones
correspondientes.

Ante el incremento, en los últimos tiempos, de las los
actos de intimidación que están sufriendo los médicos por
parte de algunos pacientes o acompañantes, los fiscales
de varias comunidades autónomas han adoptado entre
ellos el acuerdo -que ha trascendido a los medios de
comunicación- de solicitar, en los juicios en los que se per-
siga este tipo de conductas contra los médicos, que los
autores de tales actos sean condenados por el delito de
atentado. Se plantea, sin embargo, un problema en rela-
ción con los conductas que suponen faltas de respeto y
consideración debida por parte de los pacientes o acom-
pañantes a los médicos en ejercicio de funciones públicas,
que no constituyan un acto de intimidación grave, pues los
tribunales, en estos casos, vienen estimando que no es de
aplicación el artículo 634 del Código Penal, porque los
médicos no tienen la consideración de autoridad y que,
por tanto, no se puede imponer a los autores de esas con-
ductas la pena la prevista en dicho artículo, sino, en su
caso, la establecida en el artículo 620.2, que es inferior a
la que se contempla en el artículo 634 considerado como
falta. En la actualidad, en Asturias, la Comunidad Valen-
ciana, Cataluña, Galicia, País Vasco y Andalucía tienen
acuerdos los fiscales para actuar tipificando la violencia al
profesional sanitario público como delito de atentado. La
Audiencia Provincial de Gerona dictará próximamente
una sentencia al respecto en un juicio iniciado y por
resolverse acerca de si las agresiones al personal médi-
co de la sanidad pública pueden calificarse como un
delito de atentado; para ellos debe primar el criterio de
que los médicos son una autoridad a los efectos pena-
les. La teoría es considerar, desde el punto de vista
administrativo, esta condición de autoridad a cualquier
persona que participe en funciones públicas y resulte
designada públicamente.
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